1
Accionante: María Asceneth Ramírez de García
Accionado: Instituto de Seguros Sociales Seccional Risaralda
                                                                                            Radicado: 660013107001200900121

Decisión: Revocar

___________________________________________________________________________________


[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISION PENAL

Magistrado Ponente:

LEONEL ROGELES MORENO

Pereira, seis (6) de julio de dos mil diez (2010).

Hora: 6:00 p.m.
Aprobado por  Acta No. 410

Radicación

: 660013107001-2009-00121

Accionante        
: María Asceneth Ramírez de García

Accionado

: Instituto de Seguros Sociales seccional Risaralda

Procedencia 
           : Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de  
Pereira

Tema


: Incidente de Desacato    





                             ASUNTO

Conoce la Sala en sede de consulta, de la sanción impuesta por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, en el trámite incidental de desacato interpuesto por el abogado Mario Peláez Arias en representación de la ciudadana María Asceneth Ramírez de García. 

ANTECEDENTES 
La señora Ramírez de García instauró a través de apoderado, acción de tutela contra el Instituto del Seguro Social seccional Risaralda, al considerar vulnerados los derechos fundamentales del debido proceso, igualdad, seguridad social y mínimo vital, toda vez que mediante resolución 04412 del 27 de abril de 2009, le fue negada la pensión de sobreviviente, arguyendo que su fallecido cónyuge no había cotizado ninguna semana dentro de los últimos 3 años anteriores a su fallecimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de la ley 100 de 1993, modificado por el 12 de la ley 797 de 2003, con lo cual omitió dar aplicación al principio de favorabilidad y a lo consagrado en los artículos 6 y 25 del Decreto 758 de 1990 por medio del cual se aprobó el Acuerdo 049 del mismo año.
Mediante fallo de 25 de septiembre de 2009, el Juez Constitucional resolvió amparar los derechos afectados y ordenó al Instituto del Seguro Social seccional Risaralda, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la providencia, resolviera la solicitud de pensión de sobreviviente teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículo 6 y 25 del acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 del mismo año.

Posteriormente, el apoderado de la tutelante informó al despacho de conocimiento que la entidad accionada no había dado cumplimiento a la sentencia de tutela, por ello decidió requerir a la demandada para que cumpliera ese fallo, y una vez se llevó a cabo el requerimiento, la Jefe del Departamento de Pensiones del I.S.S., indicó que ya había acatado la orden judicial mediante resolución número 11562 del 7 de octubre de 2009.

Pese a lo anterior, el apoderado de la accionante informó al juez de primera instancia que la entidad  aún no cumplía la sentencia, habida cuenta que reconoció transitoriamente la prestación solicitada y no lo hizo desde la fecha de la causación del derecho.

El día 14 de diciembre de 2009, el juzgado de instancia decidió requerir de nuevo al responsable de la entidad, para que cumpla la sentencia e iniciara el procedimiento disciplinario contra  la Jefe del Departamento de Pensiones.  En razón a que no se dio respuesta al requerimiento, ese despacho ordenó iniciar el incidente de desacato mediante auto del 22 de enero de 2010 y correr el traslado respectivo.

A través de resolución número 0118 del 20 de enero 2010, la entidad accionada decidió modificar la resolución 11562 del 07 de octubre de 2009, razón por lo cual solicitó no dar trámite al incidente de desacato, no obstante, el apoderado de la señora Ramírez de García dio a conocer que el I.S.S. decidió suspender unilateralmente la pensión reconocida a su cliente, y por consiguiente pidió que se ordene el cumplimiento de la sentencia y la reactivación de esa prestación.

INCIDENTE DE DESACATO 
El 03 de mayo de 2010, el juzgado de instancia decidió sancionar al Gerente Regional del Instituto del Seguro Social y a la Jefe del Departamento de Pensiones de esa entidad, con tres días de arresto y multa de un salario mínimo legal vigente para cada uno,  por desacato a la sentencia de tutela proferida el 25 de septiembre de 2009, sin perjuicio de que se cumpla cabalmente. Así mismo, ordenó compulsar copias con destino a la Fiscalía General de la Nación y a la Procuraduría General de la Nación, para que se investiguen las posibles conductas en que incurrieron los sancionados.
Una vez notificada de la sanción, la Jefe del Departamento de Pensiones, informó al juzgado que la pensión ya se encuentra activa en el sistema y el ingreso se realizó para la nómina del mes de mayo de 2010, pagadera en el mes de junio siguiente y solicitó en consecuencia, revocar la sanción al haberse presentado un hecho superado.
CONSIDERACIONES 

1. Competencia:

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema Jurídico Planteado:

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión consultada debe revocarse, teniendo en cuenta que la entidad accionada manifestó haber dado cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad. 

SOLUCIÓN 

Para dirimir el problema materia de estudio, es necesario hacer alusión, aunque sea de manera tangencial, a las figuras jurídicas del desacato, la sanción y su consulta, contempladas en el precitado artículo 52, el cual establece un mecanismo disuasivo que impone a la parte demandada en sede de tutela, el deber de dar cumplimiento íntegro al fallo proferido por razón de la misma, con el fin de que lo resuelto no se quede en letra muerta, porque en ese evento el funcionario constitucional tiene la posibilidad de hacer efectivas las sanciones legales correspondientes. 

Al respecto ha dicho la Jurisprudencia: 

"…el juez encargado de hacer cumplir el fallo podrá (así lo indica el D 2591/91, art.27) sancionar por desacato. Es pues una facultad optativa muy diferente al cumplimiento del fallo y que en ningún momento es supletoria de la competencia para la efectividad de la orden de tutela. Pueden, pues, coexistir al mismo tiempo el cumplimiento de la orden y el trámite del desacato, pero no se pueden confundir el uno (cumplimiento del fallo) con el otro (el trámite de desacato)" 
.

En ese sentido, el objeto del incidente es proteger el derecho fundamental vulnerado o amenazado, ya que se trata de un procedimiento ágil para hacer efectivos los derechos reconocidos y protegidos a través de la tutela, mediante la amenaza de una sanción en caso de renuencia del demandado a acatar la decisión, y su trámite debe respetar ante todo el derecho de defensa y la presunción de inocencia del incidentado, como lo sostiene el órgano de Cierre Constitucional.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, y del análisis aquí realizado, se desprende sin duda alguna que la sanción impuesta en el caso que se examina resultaba adecuada, proporcional a la infracción y necesaria ante la indiferencia de los funcionarios a acatar el mandato del Juez Constitucional, pues nótese cómo el Instituto del Seguro Social ha mantenido en el trámite de la acción de tutela e inclusive hasta en el presente incidente, una actitud evasiva no sólo frente a las pretensiones de la accionante sino, lo que es igualmente grave, a los requerimientos y órdenes judiciales.
En tales condiciones, como con el material probatorio, legal, regular y oportunamente allegado, no le queda duda a esta Corporación que los funcionarios declarados responsables desatendieron las órdenes de tutela y los requerimientos efectuados oportunamente y en múltiples oportunidades por el señor Juez, incurriendo así en desacato de conformidad con los argumentos expuestos,  se hacía necesario confirmar la decisión tomada por el Operador Jurídico.

No obstante, y en atención a que la Jefe del Departamento de Pensiones de la entidad accionada, envió un oficio en el cual se informa que la pensión de sobreviviente solicitada ya se encuentra activa y se realizó su ingreso para la nómina de mayo de 2010, la cual sería pagada en el mes de junio, cuyo contenido se presume auténtico en tanto se trata de un documento público, es oportuno decir que no existe entonces razón para ejecutar la sanción por haberse ya cumplido la orden judicial.

Una vez subsanada la circunstancia anotada, toda vez que ya está cumplida la orden que protege el derecho fundamental quebrantado, con la cual se logra el fin principal de la acción de tutela, como es restablecer el derecho amenazado o afectado, aún después de decretada la sanción, no hay lugar a hacerla efectiva, de tal suerte que ante esa situación sobreviniente se impone la abrogación del proveído consultado.
DECISIÓN

En mérito de lo discurrido, El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE

Revocar la sanción impuesta al Gerente del Instituto del Seguro Social seccional Risaralda y a la Jefe del Departamento de Pensiones de esa entidad,  y en consecuencia, disponer la devolución del expediente a la oficina de origen para los fines consiguientes.
NOTIFÍQUESE, CÓPIESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO

     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado



     Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Corte Constitucional, T-763-98 M.P Alejandro Martínez Caballero.


� Sentencias T-553/02, T-368/05 y Sentencia T-1113 de 2005, en donde establece que“(…) el objeto del incidente de desacato es “sancionar con arresto y multa, a quien desatienda las órdenes o resoluciones judiciales que se han expedido para hacer efectiva la protección de derechos fundamentales, a favor de quien o quienes han solicitado su amparo”. En otras palabras, el objeto del incidente no es la imposición de la sanción en si misma, sino proteger el derecho fundamental vulnerado o amenazado. Así, la sanción es concebida como una de las formas a través de las cuales el juez puede lograr el cumplimiento de la sentencia de tutela cuando la persona obligada ha decidido no acatarla…


Respecto a los límites, deberes y facultades del juez de tutela que conoce del incidente de desacato y en virtud de lo que hasta ahora ha sido señalado, debe reiterarse que el ámbito de acción del juez está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente. Por lo tanto, es su deber verificar: (1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa. 


Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada. Finalmente, si existe responsabilidad deberá imponer la sanción adecuada - proporcionada y razonable- a los hechos (…)”.
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